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ASUNTO 

Procede la Sala a decidir sobre la solicitud de preclusión 
elevada por la Fiscalía Segunda Delegada ante la Corte 
Suprema de Justicia, en la indagación que se adelanta en 
contra de EDISSON ALBERTO BOODER VALENCIA, en su 
calidad de Magistrado de la Sala de Descongestión del 
Tribunal Superior de Quibdó. 

ANTECEDENTES 

En la instrucción del proceso seguido contra los señores 

Miguel Antonio Arroyo Córdoba, Juan Carlos Muñoz Agudelo 
y Amador Bejarano Palacios, en la Fiscalía Décima de la 

Unidad de Delitos contra la Administración Pública y de 
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Justicia de Quibdó, por la conducta de celebración indebida 

de contratos, el doctor EDISSON ALBERTO BOODER 

VALENCIA intervino en calidad de Agente del Ministerio 
Público. 

El Juez Segundo Penal del Circuito Adjunto de 

Descongestión de Quibdó, mediante sentencia de 9 de 

diciembre de 2011, condenó por la referida conducta a 

Miguel Antonio Arroyo Córdoba, decisión que fue confirmada 

por la Sala Penal de Descongestión del Tribunal Superior del 
. . .. mismo municipio. 

Miguel Antonio Arroyo Córdoba instauró denuncia 

penal el 22 de noviembre de 201 7 en contra del doctor 

EDISSON ALBERTO BOODER VALENCIA por la presunta 

comisión del delito de prevaricato por omisión.', con ocasión 

de sus actuaciones en calidad de Procurador 158 Judicial 

Penal, en la fase de instrucción dentro del trámite referido, 

en la Fiscalía Décima de la Unidad de Delitos contra la 

Administración Pública y de Justicia de Quibdó, toda vez que 

no se declaró impedido cuando le correspondió conocer, en 

segunda instancia, como Magistrado Ponente de la Sala 

Penal de Descongestión del Tribunal Superior de Quibdó, el 

recurso de apelación contra la sentencia condenatoria. 

1 Cuaderno Anexo N2 1 de la Fiscalía, folios 2 al 9. 
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l. AUDIENCIA 

INVESTIGACIÓN 

1. - Fiscalía 

DE PRECLUSIÓN DE LA 

La Fiscalía Segunda Delegada ante la Corte afirmó que 

la denuncia formulada en contra del doctor EDISSON 

ALBERTO BOODER VALENCIA, tiene su origen en que como 

Magistrado Ponente de la Sala Penal de Descongestión del 

Tribunal Superior de Quibdó, confirmó el fallo condenatorio 

proferido el 9 de diciembre de 2011 por el Juez Segundo 

Penal del Circuito Adjunto de Descongestión, y no se declaró 

impedido no obstante haber fungido en la etapa de 

instrucción como Procurador Judicial. 

El ente acusador precisó que el doctor EDISSON 

ALBERTO BOODER VALENCIA, en tal calidad se notificó de 

las siguientes decisiones, todas proferidas por la Fiscalía 

Décima de la Unidad de Delitos contra la Administración 
Pública y de Justicia de Quibdó: 

(i) Resolución Nº007 del 2 de julio de 2004, por la cual 

se definió la situación jurídica con medida de aseguramiento 

de detención preventiva en establecimiento carcelario, 

sustituida por detención domiciliaria, en contra de Miguel 
Antonio Arroyo Córdoba. 

(ii) Resolución Nº 018 de 15 de julio de 2004, mediante 

la que se prescindió de la caución prendaria, inicialmente 
impuesta. 
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(iii) Resoluciones Nº 021 y 022 de 3 y 4 de agosto del 

mismo año, por las que se negó reponer la decisión que 

definió la situación jurídica y la solicitud de libertad 

provisional de Miguel Antonio Arroyo Córdoba. 

(iv) Auto de 3 de noviembre de 2004, mediante el cual el 

Juzgado Primero Penal del Circuito de Quibdó revocó la 

resolución de 2 de julio anterior y, concedió libertad al 
procesado. 

(v) Resolución de 24 de noviembre de 2004, a través de 

la que se rechaza la práctica de pruebas solicitadas por la 

defensa de Miguel Antonio Arroyo Córdoba. 

(vi) Resolución fechada 14 de diciembre siguiente, que 
no repone la resolución anterior. 

(vii) Resolución de 19 de abril de 2005, por la cual se 

niega la revocatoria de la medida de aseguramiento. 

(viii) Resolución de 13 de mayo de 2005, que declara 

cerrada la instrucción y corre traslado de 8 días para alegar 

de conclusión. 

(ix) Resolución de acusación calendada 15 de junio de 

2005, por el delito de celebración indebida de contratos. 
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(x) Resolución de 12 de julio del mismo año, que declara 

desierto el recurso de apelación interpuesto por la defensa. 

Luego de agotarse el juicio, añade la Fiscalía, el Juez 

Segundo Penal del Circuito Adjunto de Descongestión, el 9 

de diciembre de 2011, emitió sentencia condenatoria en 

contra del Miguel Antonio Arroyo Córdoba, decisión que fue 

confirmada en segunda instancia por la Sala Penal de 

Descongestión del Tribunal Superior de Quibdó, de la cual 

hacía parte EDISSON ALBERTO BOODER VALENCIA, quien 

ha debido declararse impedido de acuerdo con el numeral 6° 

del artículo 99 de la Ley 600 de 2000 y no lo hizo, infringiendo 

el principio de imparcialidad al que estaba obligado, como 

Magistrado Ponente, integrante de la Sala. 

En concreto, considera el ente acusador, que EDISSON 

ALBERTO BOODER VALENCIA, en su condición de 

Magistrado de la Sala Penal de Descongestión del Tribunal 

Superior de Quibdó, de manera objetiva incurrió en el delito 

de prevaricato por omisión, según lo describe el artículo 414 

de la Ley 599 de 2000, pues omitió un acto propio de sus 

funciones, al no haberse declarado impedido para conocer 

del aludido recurso de apelación, según lo establecen los 

artículos 99 y 100 de la Ley 600 de la misma anualidad, 

porque participó en la etapa de instrucción del proceso 

seguido contra Miguel Antonio Arroyo Córdoba, en calidad de 

Procurador Judicial en lo Penal. 
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De lo anterior, el doctor EDISSON ALBERTO BOODER 

VALENCIA fue consciente por lo que consideró que no se 

configuraba la causal para declararse impedido, ya que no 

estaba comprometida su independencia e imparcialidad. 

En virtud de lo expuesto, la Fiscalía advierte ausencia 

de dolo en el actuar de EDISSON ALBERTO BOODER 

VALENCIA, única modalidad que admite el prevaricato por 

omisión, en la medida en que el indiciado explicó que cuando 

estudió el proceso como Magistrado Ponente, se apoyó en el 

concepto de sus colegas y de la jurisprudencia, llegando a la 

conclusión que cuando se estuviera frente a una actividad 

pasiva no surgía impedimento. En este caso, porque la 

actuación del Agente del Ministerio Público en cabeza de 

BOODER VALENCIA se limitó a notificarse de varias 

decisiones de la Fiscalía, sin que tomara postura sobre el 
tema de investigación. 

Corrobora lo anterior el Fiscal Delegado ante el Tribunal 

Superior de Quibdó, Ariel de Jesús Chaverra Jurado, quien 

en entrevista indicó que el entonces Magistrado EDISSON 

ALBERTO BOODER VALENCIA, le comentó lo relacionado 

con la estructuración de la causal de impedimento relativa a 

cuando una persona funge como Ministerio Público en la 

etapa de instrucción de un proceso y si podía emitir 

sentencia en el mismo caso, en calidad de Magistrado 

Ponente, llegando a la conclusión en el sentido de que 
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cuando su actividad fuera pasiva no se configuraba la causal 
de impedimento. 

Siendo así, para la Fiscalía la explicación del indiciado 

es razonable y coherente porque fuera de notificarse de 

providencias, no emitió pronunciamiento o concepto alguno, 

por lo que no comprometió su criterio jurídico y, por esa 

razón, no se apartó de su conocimiento. Lo precedente 

descarta el aspecto doloso de la conducta prevaricadora. 

La Fiscalía apoya su teoría en decisiones de la Sala 

Penal de la Corte Suprema de Justicia -AP 3282 de 2014, 

radicado 27 497, 13 de junio de 2007, y AP 5004, 27 de agosto 

2014, radicado 44475- y de la Corte Constitucional -T 305 

de 8 de junio de 201 7 - , las cuales enseñan que la simple 

intervención no genera impedimento sino cuando existen 

juicios de valor o ponderación jurídica y probatoria, lo que sí 

compromete la imparcialidad, ecuanimidad, independencia o 
equilibrio del juez. 

En suma, el ente acusador solicita la preclusión de la 

investigación, conforme con los artículos 331 y 332-4 de la 

Ley 906 de 2004, ya que concluyó que cuando EDISSON 

ALBERTO BOODER VALENCIA no se apartó del proceso para 

intervenir en la emisión de la sentencia de segundo grado, 

actuó desprovisto del dolo para eludir la ley, sino apegado a 

su convencimiento respecto a que no intervino de manera 
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activa sino pasiva y, por lo tanto, la conducta resulta atípica 

subjetivamente frente al artículo 414 de la Ley 599 de 2000. 

2. - Ministerio Público 

Atendiendo las facultades que para esta audiencia le 

confirió el artículo 333 de la Ley 906 de 2004, arguyó que si 

bien es cierto la solicitud de preclusión es potestad del Fiscal 

exclusivamente, en virtud de que hace tránsito a cosa 

juzgada se exige que la causal invocada esté acreditada de 

manera cierta, lo que significa que de be precisar con rigor los 

elementos materiales probatorios en los que se apoya y estos 

ofrezcan certeza plena respecto a la verificación de la misma 

causal producto del esfuerzo investigativo. 

Señaló que el ente acusador con fundamento en la 

causal 4ª del artículo 332 postuló la preclusión que estima 

no debe prosperar, por cuanto de los elementos materiales 

presentados no se concluye de manera indubitable ni 

objetiva ni subjetivamente, el grado de conocimiento exigido 

por la ley, es decir, haber adquirido certeza de la hipótesis 

preclusiva, por cuanto no agotó de manera suficiente la labor 

investigativa frente al presunto delito de prevaricato por 
ormsion. 

Para la representante de la sociedad, no existe certeza 
frente al real propósito del indiciado dentro de la actuación 
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adelantada contra Miguel Antonio Arroyo Córdoba, pues 

actuó como sujeto procesal y se notificó de varias decisiones 

judiciales tomadas en la etapa de la instrucción. 

En ese orden de ideas, para la Agente del Ministerio 

Público el ente acusador acierta cuando señala que EDISSON 

ALBERTO BOODER VALENCIA debió declararse impedido 

conforme con la causal 6ª del art 99 y no lo hizo, defraudando 

con ello la confianza pública que debe emanar de los 
funcionarios judiciales. 

En su criterio los argumentos de la Fiscalía se derivan 

exclusivamente del crédito que otorga a las manifestaciones 

del indiciado cuando explicó su conducta, por lo que 

considera que no se han realizado todos los esfuerzos 

investigativos necesarios, pues no resulta claro cuál fue la 

postura del entonces Magistrado Ponente para emitir la 

sentencia, teniendo claro que en ese mismo caso había 

actuado como Ministerio Público. 

Precisó que si bien está acreditado que EDISSON 

ALBERTO BOODER VALENCIA se notificó de decisiones de 

gran relevancia o nucleares de la fase investigativa, no hay 

evidencia que demuestre si emitió postura como 
Representante de la sociedad. 

Las explicaciones del indiciado, por lo tanto, fueron 
acogidas plenamente por la Fiscalía, en cuanto a que no tuvo 
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voluntad de transgredir el tipo penal de prevaricato por 
omision. 

Puntualizó que el articulo 100 de la Ley 600 de 2000 

establece que los funcionarios judiciales deben declararse 

impedidos para conocer de actuaciones penales cuando 

concurra respecto de ellos alguna causal de impedimento, lo 

cual no hizo el doctor EDISSON ALBERTO BOODER 

VALENCIA, no obstante tener conocimiento que debía 

hacerlo, omisión que no descarta, como lo sostuvo la Fiscalía, 

el aspecto subjetivo del delito de prevaricato por omisión. En 

conclusión, para la Procuraduría no se demostró la conducta 

pasiva del indiciado y, en todo caso, de existir, la Fiscalía no 

determinó si esa pasividad implicó afectación a su 

imparcialidad, ya que pudo tratarse de una estrategia 
procesal. 

En consecuencia, solicita se deniegue la preclusión 

solicitada, toda vez que no concurren los elementos 

requeridos para la preclusión invocada por el Fiscal con base 

en la causal 4ª del artículo 332 de la Ley 906 de 2004. 

3.- Dirección Ejecutiva de la Administración 
Judicial 

El apoderado de la Administración Judicial coadyuvó la 
solicitud de la Fiscalía, ya que los elementos materiales 
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probatorios que se encuentran en el proceso, derivados de la 

labor de investigación del ente acusador, permiten desvirtuar 

la existencia del elemento subjetivo del tipo en el presente 
asunto. 

4.-Apoderado de la presunta víctima Miguel Antonio 
Arroyo Córdoba. 

El apoderado de la presunta víctima Miguel Antonio 

Arroyo Córdoba indicó que toda persona tiene derecho a una 

segunda instancia, lo cual encuentra respaldo en la 

Constitución Política y en la ley, teniendo que ser el juez de 

primera instancia una persona diferente al de segunda, pues 

el último debe revisar los errores del inferior. 

Así las cosas, concluyó que no se debe precluir la 

investigación, tal y como lo reclama el Fiscal Delegado ante 

la Corte Suprema de Justicia, ya que constituiría una 

ilegalidad y violación al debido proceso, pues la doble 

instancia no puede surtirse por el mismo sujeto. 

5.- Apoderado de la defensa 

El apoderado de EDISSON ALBERTO BOODER 

VALENCIA inicia su intervención realizando una disertación 

sobre el dilema de los funcionarios judiciales entre lo práctico 

y cómodo versus lo ético y legal pues, en este caso, el Fiscal 
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pudo haber abierto la investigación y no desgastarse en la 
argumentación de la preclusión. 

Para la defensa del indiciado, la actividad investigativa 

del ente acusador no fue insuficiente como lo sostiene el 

Ministerio Público, ya que demostró que la intervención del 

entonces Procurador Judicial en lo Penal fue nula, toda vez 

que se limitó a notificarse de las decisiones en la etapa de la 

investigación, sin emitir concepto alguno. 

Además, no es viable considerar, como lo hace la señora 

Procuradora Delegada ante la Corte Suprema de Justicia, 

que la pasividad u omisión de un sujeto procesal, en este 

caso, el Ministerio público dentro de un trámite podría 

considerarse una postura de parte. 

Asegura el apoderado de EDISSON ALBERTO BOODER 

VALENCIA que el ente acusador acreditó en el proceso, con 

la entrevista del Fiscal Delegado ante el Tribunal, doctor Ariel 

de Jesús Chaverra Jurado, que cuando a su defendido en 

calidad de Magistrado Ponente le llegó a su conocimiento la 

segunda instancia de la sentencia condenatoria proferida 

contra Miguel Antonio Arroyo Córdoba, procedió a estudiar 

el tema de los impedimentos, apoyándose en la 

jurisprudencia y en el concepto de sus compañeros de Sala. 

La conclusión a la que arribó fue que no debía declararse 

impedido, por cuanto en su condición de Ministerio Público 

su intervención se limitó a notificarse, sin entregar concepto 
de ninguna naturaleza y, por ello, procedió a emitir sentencia 
de segundo grado. 
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De igual forma, controvierte lo argumentado por el 

representante de la presunta víctima, en la medida en que, 

el análisis basilar de su razonamiento radica en que un juez 

que falla un proceso en primera instancia, no puede ser el 
mismo que resuelva la segunda. 

Sobre el punto, aclara que el entonces Magistrado 

Ponente EDISSON ALBERTO BOODER VALENCIA, confirmó 

la sentencia condenatoria en contra de Miguel Antonio 

Arroyo Córdoba, proferida por el Juez Segundo Penal del 

Circuito Adjunto de Descongestión de Quibdó, decisión en la 

que intervino, en la etapa de instrucción, de manera pasiva 

como Procurador Judicial y no como fallador. 

Lo anterior significa que el indiciado confirmó la 

sentencia de condena mencionada que profirió una persona 

diferente y que su rol en la etapa de instrucción fue la de 
Ministerio Público. 

El apoderado reprochó la actitud pasiva del entonces 

Agente del Ministerio Público, quien se limitó a notificarse de 

decisiones en la etapa de instrucción y no más, lo cual estima 

censurable pero no en el plano de lo penal. 

En suma, solicita se acoja el pedimento de la Fiscalía en 

el sentido de precluir la investigación, ya que se encuentra 

acreditada la atipicidad subjetiva, por ausencia de dolo. 
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CONSIDERACIONES DE LA CORTE 

De conformidad con el numeral 5º del articulo 235 de la 

Constitución Política, modificado por el articulo 3º del Acto 

Legislativo 01 de 2018, en concordancia con el numeral 9º del 

articulo 32 de la Ley 906 de 2004, la Sala Especial de Primera 

Instancia de la Corte Suprema de Justicia es competente para 

conocer del juzgamiento de los Magistrados de Tribunal 

Superior de Distrito Judicial, calidad que ostentaba el doctor 

EDISSON ALBERTO BOODER VALENCIA como Magistrado 

de Descongestión para la Sala Penal del Tribunal Superior de 
Distrito Judicial de Quibdó-. 

Por mandato del articulo 250 de la Constitución Política, 

la Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el 

ejercicio de la acción penal y realizar la investigación de los 

hechos que revistan las características de un delito, cuando 

medien suficientes motivos y circunstancias fácticas que 

indiquen la posible existencia del mismo, siéndole vedado 

suspender, interrumpir, o renunciar a la persecución penal, 

salvo en los casos que establezca la ley para la aplicación del 

principio de oportunidad. Así mismo, solicitará ante el juez de 

conocimiento3 la preclusión de las investigaciones siempre 

que, conforme lo dispuesto por la ley, no hubiere mérito para 

acusar. 

2 Copia del acta de posesión como Magistrado de Descongestión y certificación de la 
Secretarla General de la Corte Suprema de Justicia, folios 3 y 4 del cuaderno anexo 3 de la 
Fiscalía. 
3 Art 250-4 Constitución Política, sentencias C-872 de 2003, C-591 de 2005 y C-209 de 2007 
entre otras. 
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Del análisis de los artículos 331 y 332 de la Ley 906 de 

2004, se evidencia que son dos los momentos para elevar la 

solicitud de preclusión. En primer lugar, en la fase de 

indagación e investigación, exclusivamente el delegado del 

ente requirente ostenta la facultad para demandar del juez de 

conocimiento la preclusión de la investigación, bajo el amparo 

de cualquiera de las causales regladas por la norma en cita. 
El otro momento tiene ocurrencia en la fase de juzgamiento 

por iniciativa de la Fiscalía, el Ministerio Público o la defensa, 

restringiendo tal posibilidad a las causales descritas en los 

numerales 1 º y 3º del citado articulo 332, siempre que estemos 

frente a situaciones sobrevinientes. 

Resulta necesario advertir que la redacción original del 

articulo 331 de la codificación procedimental, exigía que se 

hubiese formulado la imputación como presupuesto del 
pedido preclusivo, situación que al ser examinada por la Corte 

Constitucional en sentencia C-591 de 20054, llevó a la 

declaratoria de inexequibilidad parcial de dicho canon, 

permitiendo que tal solicitud se extienda a la fase de 
indagación. 

El artículo 332 del Código de Procedimiento Penal, consagra 

las causales que deben acreditarse para decretar la preclusión 

de la investigación, entre ellas, la dispuesta en el numeral 4, 

que se refiere a la ''Atipicidad del hecho investigado". 

4 Sentencia C-591 de 2005. 
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l. DE LA PRECLUSIÓN 

Conf arme a dicha prerrogativa, el Fiscal Segundo 

Delegado ante la Corte solicitó preclusión de la indagación 

que se tramita en contra del doctor EDISSON ALBERTO 

BOODER VALENCIA, con fundamento en la causal 

contemplada en el numeral 4 º del artículo 332 del Código 

Procesal Penal de 2004, por atipicidad subjetiva respecto de 

la decisión de asumir el conocimiento en segunda instancia 

del proceso adelantado contra el señor Miguel Antonio Arroyo 

Córdoba, el cual culminó con la confirmación de la sentencia 

condenatoria proferida por el Juez Segundo Penal Adjunto de 
Descongestión de Quibdó. 

Dicho pedimento se fundamenta en que el delito de 

prevaricato por omisión demanda su realización dolosa, 

modalidad que no se estructuró en este caso, por lo que 
resulta atípica la conducta. 

2. DEL ESTUDIO DE LOS ELEMENTOS DEL TIPO 
PENAL DE PREVARICATO POR OMISIÓN 

La definición dogmática del delito en Colombia tiene 

fundamento en una estructura tripartita compuesta por los 

elementos de la tipicidad, antijuricidad y culpabilidad. Bajo esa 

premisa, solo existe un delito cuando se haya agotado el 
proceso de constatación de la concurrencia de cada uno de 
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